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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la ciudadana LUZ ELENA CARDONA LÓPEZ contra la Fiscalía Primera Especializada de esta ciudad, al considerar vulnerado su derecho a la propiedad privada.
2.- SOLICITUD 

Los hechos que se plantean en el escrito de tutela, se pueden concretar de la siguiente manera: (i) en abril 23 de 2016 fue detenido CARLOS DAVID CARDONA CARDONA, quien es hijo de la accionante, al parecer por haber incurrido en una conducta penal, y a su vez fue inmovilizado el vehículo de placas KFL104 marca Chevrolet Spark modelo 2010 color negro Titanio, el cual es de su propiedad; (ii) en agosto 03 de 2016 su apoderada pidió a la Fiscalía Primera Especializada de esta ciudad la entrega del automotor, la cual fue negada bajo el argumento de que sobre dicho bien se dispuso la suspensión del poder dispositivo con fines de comiso; (iii) en diciembre 07 de 2016 presentó de manera directa derecho de petición ante el mismo ente fiscal, en el que nuevamente requirió la entrega del rodante que le pertenece, con fundamento en lo establecido en el artículo 100 C.P.; (iv) la respuesta de dicha solicitud debió darse en ese mismo mes, pero hasta la fecha el citado despacho no se ha pronunciado al respecto; y (v) si bien es cierto CARLOS DAVID es su hijo, es una persona mayor de edad que debe asumir su responsabilidad y las consecuencias de sus actos, por lo que la conducta que se investiga es exclusivamente responsabilidad de él, y ella es una tercera de buena fe exenta de toda culpa, por lo que no es procedente el comiso en el caso particular.
Con fundamento en lo anterior, considera quebrantado su derecho a la propiedad privada, cuya protección invoca; y, en consecuencia, se ordene a la accionada, o a quien corresponda, la entrega del vehículo de su propiedad, con las limitaciones que se dispongan para no entorpecer el proceso.
3.- CONTESTACIÓN

Una vez admitida la acción, se corrió traslado a la Fiscalía accionada, y fueron vinculados de oficio (i) el juez de control de garantías que ordenó la suspensión del poder dispositivo con fines de comiso del vehículo de placas KFL104; (ii) el señor CARLOS DAVID CARDONA CARDONA y su defensor; y (iii) el Procurador Judicial y los demás sujetos procesales que intervengan dentro de la actuación con radicación 660016000035201601528 que se adelanta contra el ciudadano CARDONA CARDONA por el delito de secuestro simple.

Ni la accionada ni los vinculados se pronunciaron dentro del término que les fue concedido.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por la parte accionante.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si de conformidad con los hechos planteados en la demanda: (i) si el derecho a la propiedad privada de la accionante está siendo vulnerado, y por ello es procedente el mecanismo constitucional para obtener la protección del mismo; (ii) la subsidiariedad de la tutela al existir un proceso judicial en trámite; y (iii) si el derecho fundamental de petición de la accionante está siendo quebrantado por la Fiscalía Primera Especializada de esta ciudad, al no haberse dado respuesta a la solicitud elevada por ella.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, siendo por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna.

La ciudadana LUZ ELENA CARDONA LÓPEZ acude a este mecanismo constitucional con el fin de que se termine con una situación que desde su punto de vista afecta su derecho a la propiedad privada, consistente en que la Fiscalía Primera Especializada de esta ciudad, no ha accedido a entregarle el vehículo de su propiedad de placas KFL104 marca Chevrolet Spark modelo 2010 color negro Titanio, el cual fue incautado en abril 23 de 2016 en poder de su hijo, quien al parecer incurrió en una conducta punible.

5.2.1. Afectación del derecho a la propiedad y procedencia de su amparo
Sobre la calidad de fundamental del derecho a la propiedad, ya había tenido oportunidad de pronunciarse esta Sala Penal, con ponencia de quien ahora acomete igual encargo, y en esa ocasión se precisó:

“[…] Parte central del asunto puesto a consideración del Juez Constitucional, lo constituye el ser necesario determinar si el derecho a la propiedad, en las condiciones en que se dice ha sido vulnerado, puede catalogarse como un derecho constitucional fundamental, motivo por el cual nos ocuparemos inicialmente de este trascendental tema.

El mencionarse la existencia de derechos de “aplicación inmediata” (es decir, que no requieren la expedición de una ley previa para su ejercicio -interpositio legislatoris-), no excluye de tenerse como fundamental alguno de los derechos mirados como de aplicación o desarrollo progresivo, o de carácter programático, pues aquella condición de ser “de aplicación inmediata” es sólo una de las especies a tener en consideración, sin que agote por sí sola el universo de los derechos fundamentales; y de allí que en la  sentencia T 406/92 se concluya que “el carácter fundamental no coincide con el de aplicación inmediata”; en consecuencia, “es necesario distinguir entre Derechos fundamentales de aplicación inmediata y derechos fundamentales que no son de aplicación inmediata”, con lo cual, corresponde a la jurisprudencia definir la naturaleza y alcance de los últimos, pues en los primeros el sujeto activo, el sujeto pasivo, el contenido y los atributos que le son propios, están fijados de manera inequívoca en la Constitución. 

El derecho de propiedad merece una consideración particular, pues no es de aplicación inmediata, ni en todos los casos se le puede tener como un derecho fundamental de aplicación progresiva. Como se sabe, a partir de la declaración francesa de 1789, ya se venía proclamando el derecho de propiedad como derecho fundamental; sin embargo, este entendimiento ha sufrido modificaciones sustanciales en el Constitucionalismo contemporáneo, con lo que puede llegar a afirmarse que ya no ostenta esa categoría. Eso ha ocurrido tanto en Colombia como en otras latitudes con similar desenvolvimiento jurisprudencial al nuestro, es el caso Español en donde el derecho de propiedad no presenta la connotación de fundamental y la doctrina es prolija al respecto: 

Así lo asegura en forma expresa ZUGALDIA ESPINAR
, lo mismo que MAPELLI
 quien con respaldo en BASILE sostiene: “se trata de derechos que no son condición para la existencia del sistema social y económico, pero sí para su legitimación: Por estas razones la tutela del art. 53.2 CE no se extiende a instituciones del sistema económico -como la propiedad…-” también RUBIO LLORENTE
 cuando dice: “…el derecho de propiedad. Expulsado de la Sección Primera del Capítulo Segundo del Título I, seguramente por la dificultad técnica de tutelarlo mediante el amparo, este derecho que antes solía ser entendido como base o poco menos de todos los demás, ha dejado de ser entre nosotros, desde el punto de vista técnico, un derecho fundamental”. De su parte, MARTÍN CUBAS
, trae a colación la STC 111/1983 -2 de diciembre- en donde se define como un “derecho debilitado”. Y, finalmente, BLANCA PASTOR
 quien nos dice que “el derecho a la propiedad privada es un derecho reconocido y protegido por la Constitución (art. 34), pero sin alcanzar el rango de fundamental”. 

Para el caso Colombiano, la situación no es diferente, porque siguiendo el criterio por conexidad, la doctrina Constitucional ha entendido que debe presentarse una relación directa entre la condición de propietario y la amenaza a otros derechos fundamentales compatibles en cabeza del titular (vida, salud, igualdad, libertad, intimidad, etc.) para que pueda operar la garantía. Surge así la relatividad de su fundamentalidad, como claramente se expone en sentencia T-125 de 1994, en los siguientes términos: “Si bien el carácter de fundamental del derecho a la propiedad privada es relativo, la Corte Constitucional ha reconocido que, en los casos en los que su desconocimiento conduzca a la vulneración de los derechos fundamentales a la vida, a la igualdad y a la dignidad humana, éste adquiere el carácter de derecho fundamental”.

Bien diciente es la Sentencia de Casación de Oct. 18 de 2000, rad. 13.164 M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón, en donde se afirmó: “[…] el dinero no entraña iguales características, no constituye en sí un derecho fundamental, y por lo tanto, no goza de tan especial protección 

[...]”.

En conclusión, el derecho de propiedad no debe considerarse un derecho fundamental per se, sino por conexión con otros que le den ese realce, no obstante, sí se debe considerar como una garantía constitucional  al perseguir el aseguramiento de determinadas instituciones jurídicas (como también lo son la protección a la familia, o los derechos de asociación, etc.), cuya vulneración vicia de inconstitucionalidad cualquier ley y es a la vez una forma de limitar su ejercicio como derechos subjetivos. Se dice entonces v. gr. que el derecho de propiedad tiene un fin social, con lo cual se le da un condicionamiento. El hecho de ser garantía constitucional, no significa, se repite, que sea posible su protección por vía de tutela si no lleva aparejada la vulneración de otro derecho individual de mayor rango […]”.
 

Al respecto en jurisprudencia más reciente -sentencia T-172/16- el máximo órgano constitucional precisó: 

“[…] Con el paso del tiempo, esta posición fue replanteada por la Corte, quien al argumentar que los derechos fundamentales tienen una estructura compleja, y que para su efectiva satisfacción es necesario que el Estado cumpla una serie de obligaciones tanto positivas como negativas, concluyó que los derechos humanos tienen una relación de interdependencia con todos los derechos puesto que su fundamento y finalidad es la eficacia de la dignidad humana
. Además, que un derecho tenga elementos de carácter prestacional, no es razón suficiente que permita afirmar que no es un derecho fundamental. 

Con fundamento en lo anterior, respecto de la procedencia de la acción de tutela para la protección de este derecho, la Corte Constitucional ha establecido que la calidad de prestacional se predica únicamente de algunas facetas y no del derecho a la propiedad en su conjunto, lo que permite la protección del mismo vía tutela, teniendo en cuenta que nos encontremos frente a facetas positivas del mismo. También, cuando el desconocimiento del derecho a la propiedad afecte otros derechos fundamentales que requieran de una protección más inmediata y efectiva
.

En conclusión, el juez constitucional debe verificar en cada caso concreto la afectación del derecho a la propiedad y su posible protección por medio de la acción de tutela, ponderando las circunstancias fácticas y probatorias del caso
 […]”
Mirado con detenimiento el asunto puesto en consideración del Tribunal, se concluye que el derecho de propiedad de la actora sobre el vehículo cuya entrega reclama no está siendo vulnerado, y si bien el mismo fue objeto de una medida de suspensión del poder dispositivo con fines de comiso, ello se encuentra ajustado a derecho, puesto que obedece a la decisión adoptada por un juez con fundamento en lo establecido en el artículo 85 C.P.P., funcionario que determinó que la misma era procedente, al estar relacionado ese automotor con una conducta al margen de la ley.

No se observa, ni se predicó por parte de la accionante, que esa determinación afecte otras garantías fundamentales susceptibles de ser protegidas por este mecanismo constitucional, pues si bien es entendible que la tutelante se vea afectada por la medida restrictiva señalada, ello por sí solo no es suficiente para que el amparo deprecado puede otorgarse, máxime que el citado rodante está involucrado dentro de un proceso judicial que se encuentra en curso.

5.2.2. Procedencia de la acción constitucional cuando existe un proceso judicial en curso
De conformidad con lo indicado, se tiene conocimiento que el proceso penal dentro del cual fue ordenada la suspensión del poder dispositivo del vehículo del cual es propietaria la accionante, se encuentra en trámite, y según lo informado por la secretaria del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad
, al cual le correspondió en sede de conocimiento la actuación, ya fueron realizadas las audiencia de formulación de acusación y preparatoria, y se fijó como fecha para el juicio oral los días 6, 7, 8 y 9 de marzo del presente año. 
Siendo así, debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en jurisprudencia constitucional desde tiene atrás ha señalado:

“[…] no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso […]”
. 

Dicha posición fue reiterada en forma posterior en la sentencia T-313/05, decisión en la cual se indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

De igual modo, han sido varios los pronunciamientos en los cuales la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:
“[…]Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración […]” 

En ese mismo sentido, en la sentencia de tutela con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez constitucional no puede intervenir cuando está en curso un proceso, y concretamente se dijo: 

“[…]Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

Las críticas puestas de presente constituyen un aspecto ajeno al ámbito de injerencia del juez de tutela, que se limita a ejercer un control constitucional, pero de ninguna manera extensivo al acierto de las instancias, pues la acción de amparo ha sido instituida para garantizar la indemnidad de los derechos fundamentales, pero no constituye una instancia adicional o paralela a la de las autoridades competentes. 

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 
Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991 […]”

Coetáneamente, en el radicado 79930 de mayo 28 de 2015, la misma Alta Corporación recalcó lo siguiente respecto a la no procedencia de la tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios: 

“[...] La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas. 
También ha reiterado que excepcionalmente el instrumento constitucional puede ejercitarse para demandar la protección de un derecho fundamental que resulta vulnerado, cuando en el curso de un proceso el funcionario judicial actúa o decide de manera arbitraria, o en aquellos eventos en los cuales sus decisiones son emitidas desbordando el ámbito funcional o en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico; pero bajo la condición de que en tales circunstancias el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo para defender la vigencia de sus derechos constitucionales. 

De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo; mucho menos si en contra de sus determinaciones se interpusieron los recursos ordinarios y éstos fueron resueltos negativamente, pues el instrumentos constitucional no se erige como una instancia adicional para exponer nuevamente la razón del disenso […]”

Surge diáfano de todo lo anterior, que de acuerdo con la jurisprudencia existente sobre la materia no es viable que el juez de tutela proceda a estudiar de fondo un asunto cuando, como en este caso, se encuentra en curso un proceso penal, y por tanto es en el interior de dicho trámite en el cual deben ventilarse las inconformidades o irregularidades que se consideren pertinentes.

Valga decir, que el artículo 100 de la Ley 906/04, en el cual se ampara la actora para hacer la solicitud de entrega del bien, no tiene aplicación en el presente caso, por cuanto el mismo hace referencia a los delitos culposos, y por el cual se encuentra siendo judicializado su descendiente es un punible de carácter doloso –secuestro simple-
La norma aplicable a este caso sería el artículo 88 del C.P.P., de conformidad con el cual la señora LUZ ELENA CARDONA LÓPEZ tenía la posibilidad de pedir ante el juez de control de garantías, antes de que se formulara la acusación, el levantamiento de la suspensión del poder dispositivo que fue ordenada contra el automotor de su propiedad, mecanismo que no utilizó; por tanto, debe esperar a que sea el juez de conocimiento quien se pronuncie al respecto, en la decisión mediante la cual se ponga fin a la primera instancia, por cuanto la medida que sobre el mismo pesa, como se indicó con antelación, fue ordenada por un Juez de la República, mediante determinación que se encuentra en firme, por lo que goza de la doble presunción de acierto y legalidad.

Por supuesto, no se advierte ninguna razón que permita que de manera excepcional por razón de un perjuicio irremediable o una situación impostergable, se haga viable la intervención del juez constitucional en forma transitoria, ya que de lo manifestado por la accionante en ningún momento se esgrimió argumento alguno del que se advierta la afectación de otras garantías fundamentales, y se itera que de acuerdo con lo analizado, la restricción al derecho de propiedad respecto del vehículo en mención es ajustada a la normativa penal aplicable al caso.

En esas condiciones, la Sala no tiene opción diferente a la de declarar improcedente el amparo impetrado con el fin de obtener la protección de la propiedad privada, por cuanto dentro del proceso en mención puede realizarse la solicitud pertinente para que el juez de conocimiento se pronuncie sobre la misma.

5.2.3.- Vulneración del derecho de petición por no dar respuesta a la cuenta de cobro por medio de la cual se solicitó el cumplimiento del fallo.

La accionante presentó derecho de petición que fue recibido en la Fiscalía Primera Especializada de esta ciudad en diciembre 07 de 2016, y si bien, por todo lo ya indicado dicha solicitud no puede ser resuelta en favor de los intereses de la señora CARDONA LÓPEZ, y tampoco es el delegado Fiscal el funcionario competente para pronunciarse al respecto, debe concluirse que frente a esa garantía constitucional sí se presenta una vulneración por parte de la accionada al no haberse emitido ninguna respuesta al respecto.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. –negrilla de la Sala-
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

Por lo antes mencionado, se amparará el derecho de petición del cual es titular la actora, y se dispondrá que el Fiscal Primero Especializado de esta ciudad se pronuncie sobre la petición elevada por ella ante ese despacho en diciembre 07 de 2016.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE el amparo deprecado por la señora  LUZ ELENA CARDONA LÓPEZ, de conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: SE CONCEDE el amparo del derecho de petición del que es titular el accionante LUZ ELENA CARDONA LÓPEZ, y, en consecuencia, se ordena al Fiscal Primero Especializado de esta ciudad, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, se pronuncie sobre la petición elevada por ella ante ese despacho en diciembre 07 de 2016.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
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